
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL / POR ACCIDENTE DE TRÁNSITO / ES CONTRACTUAL RESPECTO DE LOS OCUPANTES DEL VEHÍCULO / Y EXTRACONTRACTUAL FRENTE A TERCEROS AFECTADOS / ELEMENTOS DE AMBAS RESPONSABILIDADES / CONTRATO DE TRANSPORTE / GENERA UNA OBLIGACIÓN DE RESULTADO / COSA JUZGADA PENAL / NO TIENE INCIDENCIA EN EL ÁMBITO CIVIL CUANDO LA DECISIÓN ES ABSOLUTORIA POR FALTA DE PRUEBAS.
Se considera necesario empezar por decir que al formularse la demanda, indicó el apoderado de los demandantes que ejercía la acción de responsabilidad civil, sin  especificar si se trataba de una de naturaleza contractual o extracontractual y que el juzgado definió la controversia sin aclarar esa situación, lo que hará este Tribunal, mediante una interpretación de la demanda…
Estima la Sala que ha de resolverse la cuestión bajo la óptica de una acumulación de pretensiones: la de responsabilidad civil contractual respecto de la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros, y la de responsabilidad civil extracontractual respecto de las demás accionantes, en razón a que como se consigna en el escrito por medio del cual se formuló la acción, la mencionada señora ocupaba como pasajera el vehículo de servicio público afiliado a la empresa demandada…
Las consecuencias del hecho dañino que se derivan respecto de los demás accionantes, como terceros afectados, no se edificaron sobre la existencia de una relación de esa naturaleza. Por ende, deberán ser analizadas por fuera de ella, toda vez que no fueron parte en la ejecución de la obligación que asumió la empresa demandada frente a la víctima directa. (…)
Cuando de responsabilidad civil contractual se trata, a fin de establecer condenas por perjuicios, se requiere demostrar: a) el vínculo o relación que liga a las partes, b) su incumplimiento, c) la culpa del deudor, d) el daño y e) la relación de causalidad entre los últimos. (…)
El artículo 982 del Código de Comercio, subrogado por el 2º del Decreto extraordinario 01 de 1990, impone como obligación a la empresa transportadora, en el transporte de personas, a conducirlas sanas y salvas al lugar de destino.

Consagra tal disposición lo que la jurisprudencia denomina una obligación de resultado y viene a significar que para cumplirla no le basta con desplegar toda su diligencia en el cumplimiento de ese cometido, sino que está determinado a llevarla a cabo de manera perfecta. En esas condiciones, demostradas las lesiones o la muerte de una persona en la ejecución de un contrato de transporte de personas, se presume que unas y otra fueron causadas por el transportador, que, sin embargo, podrá exonerarse de responsabilidad demostrando una causa extraña…

… la declaración penal sobre absolución por ausencia de prueba de culpabilidad, no ha sido objeto de cosa juzgada penal en materia civil, ni en vigencia del anterior Código de Procedimiento Penal, ni en el actual, porque ambas jurisdicciones realizan el juicio de reproche desde una perspectiva distinta. Así lo dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia  SC665-2019 del 7 de marzo de 2019, con ponencia del Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque.
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Expediente 05001-31-03-012-2005-00462-01
        

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 26 de junio de 2019, procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpusieron las partes, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Doce  Civil del Circuito de Medellín, el 6 de mayo de 2009, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil instaurado por Arelis del Socorro Vargas Ballesteros, Pablo Antonio Sánchez Sánchez, Pablo Antonio, Paola Adriana, Hugo Eliécer, Calixto José y Agapo José Sánchez Vargas, Teodoro Vargas Castillo y Rufina Ballesteros de Vargas, contra la sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A. y en el que esta llamó en garantía a la sociedad Seguros Colpatria S.A.
PRETENSIONES 

Solicita la parte actora se condene a la demandada a indemnizar a la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros por los perjuicios morales, en suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes; por el daño a la vida relación, en el equivalente a 400 de esos mismos salarios y por daños patrimoniales, en la  modalidad de lucro cesante, por $43.293.490, debidamente indexada. A los demás accionantes, en suma equivalente a 50 de aquellos salarios, por perjuicios morales. También pidió que se reconocieran los intereses sobre esas cantidades y se condenara en costas a la accionada.

HECHOS
Como hechos constitutivos de la causa petendi, invocaron los que a continuación se sintetizan:
1. El 10 de agosto de 2003, en el Barrio El Poblado de la ciudad de Medellín, la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros viajaba en un bus de servicio público, con placa TKC 799, afiliado a la empresa Autobuses El Poblado Laureles S.A., conducido por el señor Leonardo Jiménez Cardona, cuando fue arrojada en forma violenta a la calle por la puerta trasera que en ese momento estaba abierta y el vehículo en circulación.
2. Como secuelas de las graves traumas y laceraciones que sufrió, quedó con lesión gótica y subglótica, paralisis bilateral de pliegues vocales y respiración definitiva por traqueostomía; Medicina Legal describe tales secuelas como deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente; perturbación funcional del órgano de la fonación, de carácter permanente y perturbación funcional del órgano de la respiración de carácter permanente. La Junta Regional de Invalidez de Antioquia calificó su pérdida de capacidad para laborar en el 26,44%.

3. El accidente se produjo por la imprudencia del conductor del vehículo.

4. Las pérdidas y secuelas han producido en la víctima y su familia daños y perjuicios. Aquella llevaba una relación afectiva y social con su cónyuge e hijos y era el motor fundamental de los ingresos económicos.
5. el Grupo de Neurociencias de Antioquía, de la Universidad de Antioquía, certifica que la citada señora quedó de por vida con “Múltiples alteraciones cognitivas secundarias a Traumatismo Encéfalocraneano. Síndrome prefrontal”.

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Trabada la relación jurídica procesal, la sociedad demandada dio respuesta al libelo. Negó los hechos relacionados con la responsabilidad que se le endilga; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las de prescripción, culpa exclusiva de la víctima, enriquecimiento injusto y concurrencia de culpas.
Además, llamó en garantía a la sociedad Seguros Colpatria S.A., con fundamento en el contrato de seguro que ellas celebraron, respecto del vehículo de placa TCK 799, contenido en la póliza No. 8001001480, con vigencia entre el 19 de mayo de 2003 y el 19 de septiembre siguiente.
2. La compañía de seguros intervino en el proceso. Aceptó parcialmente algunos hechos de la demanda, excepto los relacionados con la culpa que se atribuye al conductor del automotor en el que como pasajera se desplazaba la víctima directa del accidente; solicitó se probaran los demás. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó culpa exclusiva de la pasajera; prescripción de la acción contractual; falta de legitimación en la causa por activa respecto de las pretensiones del cónyuge, los hijos y los padres de la pasajera; tasación excesiva del perjuicio; improcedencia de liquidación del lucro cesante solicitado y ausencia del nexo causal.

Aceptó los hechos del llamamiento en garantía; se opuso a las pretensiones que le hizo la sociedad demandada porque la póliza aportada ampara únicamente la responsabilidad civil extracontractual y no la contractual que es la que se debate en el proceso. Como excepciones de mérito propuso las de ausencia de cobertura, límite asegurado, deducible, no cobertura del lucro cesante y no cobertura de los perjuicios extrapatrimoniales.

3. Corrido el traslado de las excepciones propuestas, con pronunciamiento oportuno de la parte demandante, se realizó la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, dentro de la cual solo se intentó la conciliación.

4. Luego se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas, y  vencida esa etapa se dio traslado a las parte para alegar, oportunidad que aprovecharon los demandantes y la compañía llamada en garantía.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
Se produjo el 6 de mayo de 2009. En ella se declaró responsable a la empresa demandada por incumplir a la pasajera la obligación de resultado en el contrato de transporte; la condenó a pagarle $7.000.000 por el daño a la vida de relación y la misma suma por perjuicios morales. A favor de los demás accionantes, la condenó a pagar la suma de $1.000.000 a cada uno, por perjuicios morales. Declaró no probadas las excepciones propuestas, excepto la que formuló la sociedad llamada en garantía, “de no comprender la póliza la relación contractual, ni los perjuicios morales, ni de relación  en la responsabilidad civil extracontractual” y negó las pretensiones formuladas frente a la sociedad llamada en garantía.

Para decidir así, el juez de primera sede empezó por referirse en términos generales a los elementos de la responsabilidad civil extracontractual; a la contractual que surge del contrato de transporte; al término en que prescribe la acción que se intenta con fundamento en la última y a otra serie de figuras procesales, para pasar luego a las conclusiones.

En estas dijo que el hecho quedó demostrado, también la lesión y sus secuelas, con la anotación de “fallas en la prestación del servicio médico, en cuanto a la forma se sabe que la lesionada era pasajera, trataba de bajarse del vehículo y este de cumplir con su cometido en la ruta y el servicio que prestaba”, de donde concluye la existencia de un contrato de transporte con la víctima directa.

Se refirió a la cosa juzgada porque sentencia penal absolvió al conductor del vehículo con el que se causaron los daños, la que sería vinculante de haber sido condenado; a la obligación de resultado del transportador, que no demostró la causa extraña para liberarse de responsabilidad; dijo interpretar la demanda en la que se invocó una de naturaleza extracontractual para entenderla como contractual, “no excluida la relación con terceros por lo acontecido” y permitir la acumulación de pretensiones.
Luego expresó que la acción no había prescrito; que se probaron los daños morales y a la vida de relación respecto de la señora que resultó lesionada; mas no el lucro cesante porque se desconoce su salario, siendo un hecho notorio el  desempleo y “los gastos de subsistencia para recuperar la fuerza de trabajo”.
En relación con los familiares de la dama directamente afectada, afirmó que no obstante  las dificultades para la convivencia con ella, por su estado de ánimo, sus dificultades para el trabajo, hablar, respirar, “ya esta situación se debe valorar para ser resarcida a Ella… y debe considerarse vinculante a terceros no la relación contractual y si la afectación directa por la relación de parentesco y vecindad que los afecta indudablemente…”

En relación con el llamamiento en garantía, afirmó que el contrato de seguro no incluía el lucro cesante ni los perjuicios morales, lo que “no resulta aplicable al caso en atención a la relación contractual que se tubo (sic) presente y no era el riesgo asumido o asegurado”; por eso “no se dispone repetir”.
RECURSOS DE APELACIÓN
Inconformes con el fallo, ambas partes lo apelaron.

1. El apoderado de los demandantes porque no se reconoció el perjuicio por lucro cesante; por la baja estimación de los perjuicios reconocidos y porque se impidió repetir frente a la aseguradora llamada en garantía.
En los alegatos formulados en la segunda instancia adujo que no se ha producido la caducidad de la acción; que sí se probó el lucro cesante e insiste en que se desatendió el grado de afectación de los demandantes al tasar los perjuicios reconocidos y que debe la aseguradora llamada en garantía, responder por los perjuicios a que resultó condenada.

2. El apoderado de la parte demandada alega que debe declararse probada la excepción de prescripción que invocó, la que se encuentra configurada; también, que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima; no se probó el nexo causal entre el hecho dañoso y el resultado, pues era obligación de los actores demostrar que las lesiones sufridas, especialmente en el órgano de la fonación, fueron producto del accidente y no de una mala praxis médica; no se probó que el daño moral y a la vida de relación haya tenido su origen en el accidente, tampoco el moral que sufrieron los parientes y por último adujo que la sociedad llamada en garantía sí está llamada a responder.
3. En el curso de la segunda instancia formuló alegatos el apoderado de la compañía de seguros llamada en garantía. Se pronunció nuevamente sobre las excepciones de fondo que propuso, para concluir que estaban probadas.
CONSIDERACIONES 

1. El asunto ha de definirse de acuerdo con las normas del Código de Procedimiento Civil, de conformidad con el literal c) del artículo 625 del Código General del Proceso, toda vez que el proceso no ha hecho tránsito legislativo.
2. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

3. Se considera necesario empezar por decir que al formularse la demanda, indicó el apoderado de los demandantes que ejercía la acción de responsabilidad civil, sin  especificar si se trataba de una de naturaleza contractual o extracontractual y que el juzgado definió la controversia sin aclarar esa situación, lo que hará este Tribunal, mediante una interpretación de la demanda, en aras de no sacrificar el derecho material para rendir culto al formalismo procesal, tal como lo ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:

“Cabe agregar, que en la sentencia aludida en el precedente transcrito, no obstante que se resalta la limitación a la facultad del juzgador cuando no existe ambigüedad en la especie de responsabilidad  civil por la que se demanda, también se advirtió: 


Y en este punto es menester acotar que no se trata de restringir o menoscabar las potestades hermenéuticas del juzgador, ni mucho menos que al conjuro de un determinado vocablo utilizado por el actor, quede irremediablemente ligado a esa expresión.  Por el contrario, ya se ha recalcado, y nuevamente se enfatiza, que el juez tiene el deber de desentrañar el verdadero y más equitativo sentido de la demanda, por supuesto, sin distorsionarla, labor en cuya realización puede acontecer que el demandante, descuidada o ambiguamente sitúe  su petición en el ámbito de la responsabilidad extracontractual, pero al exponer el objeto de su reclamación o la causa para expedir evidencie con nitidez lo contrario, es decir que su pedimento se afinca en la responsabilidad  derivada del incumplimiento negocial, pues en esa hipótesis deberá el juzgador emprender el ejercicio intelectivo pertinente, enderezado a establecer el genuino sentido de dicho libelo, sin que necesaria e ineludiblemente deba atenerse a la denominación que al desgaire le hubiere imprimido el accionante.  Otro tanto ocurrirá en la hipótesis antagónica (CSJ SC, 16 jul. 2008, rad. 1997-00457-01)…”
 (Sala de Casación Civil, sentencia del 5 de junio de 2014, MP. Dra. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente SC7020-2014).
Estima la Sala que ha de resolverse la cuestión bajo la óptica de una acumulación de pretensiones: la de responsabilidad civil contractual respecto de la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros, y la de responsabilidad civil extracontractual respecto de las demás accionantes, en razón a que como se consigna en el escrito por medio del cual se formuló la acción, la mencionada señora ocupaba como pasajera el vehículo de servicio público afiliado a la empresa demandada y al aducirse que esta no cumplió la obligación de resultado que le correspondía, expresiones de las que surge claro que invoca como fundamento de sus pretensiones la existencia de un contrato de transporte. Por ende, entre ellas la responsabilidad es de naturaleza contractual.

Las consecuencias del hecho dañino que se derivan respecto de los demás accionantes, como terceros afectados, no se edificaron sobre la existencia de una relación de esa naturaleza. Por ende, deberán ser analizadas por fuera de ella, toda vez que no fueron parte en la ejecución de la obligación que asumió la empresa demandada frente a la víctima directa.
4. El juzgado también dejó de analizar lo relacionado con la legitimación en la causa de las partes en litigio. Esa omisión la suplirá este tribunal.
4.1 Por activa, lo está la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros, como víctima directa del accidente, mientras se transportaba como pasajera en un vehículo de servicio público.

También Pablo Antonio Sánchez Sánchez, Pablo Antonio, Paola Adriana, Hugo Eliécer, Calixto José y Agapo José Sánchez Vargas, Teodoro Vargas Castillo y Rufina Ballesteros de Vargas. El primero, como esposo de la directa afectada; los cinco siguientes, como hijos suyos y los dos últimos en calidad de progenitores, tal como lo acreditan las copias de los registros de origen notarial que se aportaron con la demanda y que obran a folios 16 a 21 del cuaderno principal y al aducir su calidad de víctimas indirectas o de rebote.

4.2 Por pasiva lo está la sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A., como entidad a la que se encontraba  afiliado el vehículo de placa TKC 799, en el que se desplazaba como pasajera la señora Vargas Ballesteros, hecho que no fue controvertido y que aceptó esa sociedad en el escrito por medio del cual llamó en garantía a Seguros Colpatria S.A.

4.3 Y sea resta la oportunidad para analizar la excepción de fondo propuesta por la sociedad llamada en garantía, que considera que de esa legitimación carecen los demandantes, diferentes a quien demandó en virtud del contrato de transporte.
Para sustentarla dijo que además de que no está demostrado el daño que sufrieron, no pueden acudir a este proceso porque la jurisprudencia ha sido clara en indicar que si la víctima se presenta al proceso a reclamar el perjuicio moral, sus familiares carecen de legitimación para hacer lo mismo y sustentó su argumento en providencia del Tribunal Superior de Medellín, que dice, tiene fecha del 2 de noviembre de 1995.
La Sala no comparte tal argumento, en razón a que han planteado los citados demandantes pretensiones con fundamento en una responsabilidad de naturaleza  extracontractual como se explicó anteriormente, al interpretar la demanda, y para ello están legitimados de acuerdo con el artículo 2341 del Código Civil, que obliga indemnizarlos cuando han sufrido un daño y en razón a que se reclaman de la sociedad demandada aquellos que se les causaron, como víctimas indirectas, respecto de las lesiones que sufrió quien reclama la indemnización por la vía contractual.

La providencia en que se sustentó la excepción que se analiza no tiene acogida en este Tribunal, pues carece de fundamento jurídico, ante la inexistencia de una norma que impida a las víctimas de rebote acudir a reclamar el perjuicio moral cuando con la misma finalidad demanda quien como pasajero sufrió daños a su integridad física; tampoco tiene apoyo doctrinario o jurisprudencial.

Además, esta Corporación es del criterio diferente y ha admitido que es viable acumular pretensiones de naturaleza contractual y extracontractual, como se dijo en sentencia 2011-00121-01, del 21 de septiembre de 2017, con ponencia del Dr. Duberney Grisales Herrera. 

En tales condiciones, se concluye que están facultados los referidos accionantes para solicitar la indemnización por el daño que dicen se les causó, mediante la acumulación de pretensiones, de acuerdo con el  artículo 82 del Código de Procedimiento Civil y en razón a que  como no están ejerciendo acciones en su calidad de herederos de un pasajero fallecido, tampoco se está ante la limitación que imponía el artículo 1006 del Código de Comercio, hoy derogado por el 626 del Código General del Proceso.
5. De acuerdo con el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, como ambas partes apelaron el fallo, el tribunal podrá decidir sin limitaciones.

6. Cuando de responsabilidad civil contractual se trata, a fin de establecer condenas por perjuicios, se requiere demostrar: a) el vínculo o relación que liga a las partes, b) su incumplimiento, c) la culpa del deudor, d) el daño y e) la relación de causalidad entre los últimos.

6.1 El contrato de transporte lo define el artículo 981 del Código de Comercio, subrogado por el artículo 1º del Decreto extraordinario 01 de 1990, que dice: “El transporte es un contrato por medio del cual una de las partes se obliga para con la otra, a cambio de un precio, a conducir de un lugar a otro, por determinado medio y en el plazo fijado, personas o cosas y entregar éstas al destinatario. El contrato de transporte se perfecciona por el solo acuerdo de las partes y se prueba conforme a las reglas legales…”.
En este caso, no se discute la existencia del contrato de transporte que celebraron las partes, en cuya ejecución se produjeron los daños cuya indemnización se reclama, aunque discute la sociedad demandada que ya había terminado porque la demandada había llegado al sitio de destino.

Alegó que la señora Arelis cayó abruptamente del vehículo cuando estaba detenido y se había cumplido el objeto para el cual fue contratado; es decir, ya había llevado a la pasajera a su sitio de destino. De manera concreta explicó que el conductor abrió la puerta trasera y por circunstancias ajenas a su voluntad, aquella cayó al pavimento.

Contrario a lo afirmado por la empresa demandada, la pasajera no llegó a su lugar de destino, pues cuando se aprestaba a hacerlo, cayó del vehículo de servicio público en el que se transportaba. Es decir, el viaje no había concluido y por ende, puede  decirse que se lesionó en la ejecución del contrato de transporte. 

En efecto, tratándose del transporte de personas, dice el artículo 1003 del Código de Comercio, “El transportador responderá de todos los daños que sobrevengan al pasajero desde el momento en que se haga cargo de éste. Su responsabilidad comprenderá, además, los daños causados por los vehículos utilizados por él y los que ocurran en los sitios de embarque y desembarque, estacionamiento o espera, o en instalaciones de cualquier índole que utilice el transportador para la ejecución del contrato.”
6.2 El artículo 982 del Código de Comercio, subrogado por el 2º del Decreto extraordinario 01 de 1990, impone como obligación a la empresa transportadora, en el transporte de personas, a conducirlas sanas y salvas al lugar de destino.

Consagra tal disposición lo que la jurisprudencia denomina una obligación de resultado y viene a significar que para cumplirla no le basta con desplegar toda su diligencia en el cumplimiento de ese cometido, sino que está determinado a llevarla a cabo de manera perfecta. En esas condiciones, demostradas las lesiones o la muerte de una persona en la ejecución de un contrato de transporte de personas, se presume que unas y otra fueron causadas por el transportador, que, sin embargo, podrá exonerarse de responsabilidad demostrando una causa extraña, de acuerdo con el artículo 1003 del mismo código, subrogado por el 10 del Decreto también citado.

Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 
“3.- El artículo 982, numeral 2º del Código de Comercio, modificado por el artículo 2º del decreto 01 de 1990, impone al transportador, en el “transporte de personas”, la obligación de “conducirlas sanas y salvas al lugar de destino”, lo que comporta también, según el artículo 1003, ibídem, la obligación de responder de “todos los daños que sobrevengan al pasajero desde el momento en que se haga cargo de éste”.
Es lo que la doctrina ha denominado “obligación de seguridad”, en consideración a que el contrato de transporte origina obligaciones de resultado. Esto implica que en caso de incumplimiento, al pasajero le basta afirmarlo, sin que tenga que probar la culpa del transportador, pues ésta se presume. Como se explicó en la sentencia citada, tratándose de “responsabilidad contractual que implique al propio tiempo el ejercicio de actividad peligrosa, la exoneración de la carga de probar la culpa depende no de la presunción prevista en el artículo 2356 del C. C., sino de que la obligación allí asumida sea de resultado, tal como lo dispone el artículo 1604 ibídem”
.

La culpa de la empresa de transporte demandada surge del incumplimiento del contrato, pues de acuerdo con el artículo 1003 del Código de Comercio, su responsabilidad comienza desde cuando se hace cargo del pasajero en embarcaderos o terminales, hasta que el viaje finaliza y la única forma en que puede eximirse es con la demostración de la ocurrencia de alguno de los eventos que enlista la misma disposición: el hecho de un tercero, el hecho exclusivo de la víctima, la fuerza mayor o el caso fortuito y que se han conocido como “causa extraña”. 

Esa empresa invocó, como causal para exonerarse de responsabilidad, la culpa exclusiva de la víctima y la propuso como excepción de fondo; también la de concurrencia de culpas. Para sustentar la primera, dijo que aquella, “en forma osada, se lanzó desde su asiento del bus, hasta avanzar a la puerta trasera, y sin tomar las precauciones que cualquier persona en uso de sus cinco sentidos pondría, cayó desde una altura considerable, dándose un golpe seco en su cara contra el pavimento, siendo a tal punto su descuido que ni siquiera se cubrió la cara con sus brazos, lo que cualquier persona hubiera hecho” y eso los lleva a deducir que es posible que hubiera perdido el conocimiento cuando todavía estaba a bordo del bus y fuera esa la causa determinante del accidente. En relación con la segunda se dijo que de acreditarse alguna culpa por parte del conductor, debía rebajarse la indemnización.
Correspondía a la parte demandada acreditar los hechos que configuran tales excepciones. Sin embargo, ninguna prueba arrimó o solicitó con ese fin; tampoco obra alguna en el proceso que acredite cómo se produjo el accidente y que permitiera deducir que fue por un hecho  exclusivo de la señora mencionada o con su participación.
Como ya se expresara, en razón a que la sociedad demandada tenía la obligación de transportar sana y salva a la pasajera hasta su lugar de destino, esta se encontraba exonerada de probar la culpa de aquella, que solo podía liberarse de responsabilidad demostrando la existencia de una causa extraña que no acreditó. 

De esa manera las cosas, no logró desvirtuarse la presunción de culpa que pesa sobre la empresa demandada, en el incumplimiento del contrato de transporte.
6.3 Está probado el daño que sufrió la señora Arelys del Socorro, con los siguientes documentos:

6.3.1 Copia del resumen de la historia clínica allegada con la demanda, en la que se indica que ingresó al servicio de urgencias de la clínica El Poblado, porque, según relato de los acompañantes, “se bajo (sic) de un bus en movimiento” y sea esta la oportunidad para decirlo, no puede encontrarse en esa manifestación la prueba de la culpa de la víctima, porque no se indicó quiénes fueron las personas que la hicieron, sin que la mera anotación en ese documento constituya plena prueba de tal hecho.
Retomando, el tema relacionado con el daño, se indica en ese documento que llegó con trauma en cráneo, inconsciente y sin respuesta al llamado; realizado un TAC se observa edema frontal difuso; se traslada a la unidad de cuidados intensivos; se evalúa por cirugía plástica, encontrando gran edema en cara con laceraciones; bajo anestesia se hace lavado, debridamiento y colgajo muco cutáneo y se suturan heridas; neurología revisa nuevamente TAC, encontrando una contusión frontopolar derecha, edema cerebral y fractura orbito zigomático derecha hasta el plano esfenoidal; se le deja con ventilación mecánica; en la radiografía de tórax hay signos sugestivos de EPOC; se extuba; no produce lenguaje; presenta edema pulmonar y falla respiratoria tipo I que alterna con inestabilidad hemodinámica; se ordena ecocardiografía y se encuentra ventrículo izquierdo sin dilatación, con trastorno severo de la contractibilidad segmentaria, se inicia alimentación por zonda nasogástrica: presenta en forma súbita un episodio de disnea y disminución de la saturación de oxigeno; se intuba nuevamente sin complicaciones y se inicia soporte ventilatorio, mejorando el compromiso respiratorio, requiere nuevamente soporte vasopresor; en los RX de tórax se observan signos de edema pulmonar y se inicia tratamiento médico.
Se expresa además que se liberó la ventilación mecánica presentando estridor  post-extubación que no mejoró con las nebulizaciones y se decide reintubar; se inicia posteriormente desmonte de la ventilación mecánica, tolerando la prueba de la respiración espontánea y se decide practicar traqueostomia, sin complicaciones; se autorizó traslado a habitación el 26 de agosto de 2003 para continuar terapia respiratoria, nutrición y medicina interna; se sugiere realizar una naso-faringolaringoscopia por sospecha de lesión glótica o subglótica por las intubaciones; se remite a la clínica del Rosario para continuar manejo por EPS
.

A esa entidad llegó el 30 de  agosto de 2003; se indica como impresión diagnóstica TEC severo en evolución y politraumatismo. La historia clínica contiene una serie de anotaciones a mano que resultan ilegibles. Sin embargo, en la última, del 26 de noviembre de 2003, se dice que se evidenció una fibrosis glótica y subglótica; lo que da un cuadro reservado de la paciente, no se puede retirar cánula de traqueostomía, se sugiere valoración aproximadamente en nueve o diez meses para avaluar en que terminó este proceso de cicatrización y ver si hay o no alguna alternativa quirúrgica. Se le da incapacidad hasta el 31 de diciembre de 2003 y se ordena cita oftalmológica
.
6.3.2 Copia de un dictamen rendido por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Dirección Regional Noroccidente – Seccional Antioquia, sede Medellín, en el que se indica que se valoró a la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros el 19 de marzo de 2004, en segundo reconocimiento médico, después de sufrir un accidente de tránsito, como pasajera, el 10 de agosto de 2003 y se señalan como secuelas de las lesiones sufridas: deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente, perturbación funcional del órgano de la fonación de carácter permanente y perturbación funcional del órgano de la respiración de carácter permanente
. 
6.3.3 Copia de la evaluación neuropsicológica que se realizó a la misma señora el 18 de octubre de 2005, por el Grupo Neurociencias de la Universidad de Antioquia, en el que se indica que el 10 de agosto de 2003 sufrió TEC severo al caer de bus en movimiento, sufrió múltiples fracturas en la cara y contusión frontopolar derecha; permaneció hospitalizada durante 22 días; refiere  que ha cambiado su forma de ser, se irrita fácilmente, no quiere salir, se volvió callada, depresiva y aislada y ha disminuido el desempeño de las actividades domésticas que antes realizaba sin ninguna dificultad.
Después de los comentarios clínicos se enlistan como conclusiones: paciente orientada en tiempo, lugar y persona, baja fluidez semántica y fonológica, anomia leve, amnesia anterógrada, alteración atencional, lentificación, alteración del cálculo mental, alteración del razonamiento abstrabto no verbal, cambios de comportamiento, depresión, alteración funcional y múltiples alteraciones cognitivas secundarias a traumatismo encéfalocraneano, síndrome prefontal. Se recomienda valoración por siquiatría, terapia psicológica para manejo de cuadro depresivo y terapia ocupacional
.
A los anteriores documentos se les otorga mérito demostrativo aunque se aportaron en copia sin autenticar, siguiendo precedente reciente de la Corte Suprema de Justicia, en el que dijo:

“No obstante, la aportación de reproducciones mecánicas o fotostáticas no podía realizarse de cualquier modo, por cuanto el canon 254 del Estatuto Procesal Civil, condicionaba su importancia denotativa, entre otros casos, “(…) cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada (…)”…
Con todo, hoy día, la anotada regla probatoria, reafirmada por la jurisprudencia de esta Corte
, debe comprenderse en contextos procesales donde haya duda en el origen o en el contenido del instrumento escrito de que se trate, pero no cuando la conducta de los sujetos en contienda, respecto de los duplicados informales de documentos públicos, despejan cualquier incógnita acerca de su creación o significado…
El cumplimiento de las formalidades tendientes a hallar la autenticidad, resulta esencial frente a las copias simples, siempre que exista incertidumbre sobre el autor o procedencia del documento, sea público o privado, y deja de serlo en sentido contrario, esto es, cuando no se controviertan; pues lo realmente importante es confirmar la autenticidad de éste, cual ocurre, según el tenor del inciso 1º del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil, cuando hay “(…) certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado (…)”.

En este caso, los documentos relacionados no fueron objeto de controversia y por ende, no existe incertidumbre sobre el autor y la procedencia de ellos. Por ende, se reitera, se les otorga valor demostrativo, excepto al dictamen rendido por el Instituto de Medicina Legal, del que dejó de darse traslado a las partes para los fines del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil.
6.3.4 Calificación integral del estado de invalidez realizado a la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros por la Junta de Calificación de Invalidez de Antioquia, que se sustentó en el accidente que sufrió la citada señora, al que se refieren los hechos de la demanda, y calificó la pérdida de capacidad laboral en 26,44%, con fecha de estructuración  26 de noviembre de 2003
.

A ese documento se le concede mérito demostrativo, de acuerdo con el numeral 2º del artículo 277 del Código de Procedimiento Civil, en razón a que proviene de un tercero, es privado, de naturaleza declarativa y la parte demandada no solicitó su ratificación. Con él se demuestra que la víctima directa del accidente, perdió su capacidad para laborar en el porcentaje que en él se indica y en tal forma, la existencia del daño que sufrió con motivo del accidente y que solicita sea reparado.

6.3.5 Está acreditado el daño que sufrió la señora Arelis Vargas Ballesteros, al caer del vehículo de servicio público en que se transportaba como pasajera, que le dejaron secuelas  y por ende, también el nexo causal.

Aunque al dar respuesta al libelo se trató de hacer ver que las graves lesiones que sufrió la citada señora se causaron por una mala práxis médica, tal argumento se quedó sin prueba en el plenario, pues ninguna se solicitó o practicó con tal finalidad.
7. En conclusión, se consideran acreditados los elementos de la responsabilidad civil contractual en que se fundamentan las pretensiones elevadas por la referida dama.
8. También los de la extracontractual que sirven de soporte a las de los demás accionantes. En efecto, dice el artículo 2341 del Código Civil: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: a) el perjuicio padecido; b) el hecho intencional o culposo atribuible al demandado y c)  la existencia de un nexo adecuado de causalidad entre ambos factores.

En efecto, probado que la señora Arelis del Socorro resultó lesionada con motivo del accidente y el vínculo de parentesco que une a los demás actores con la citada señora, puede presumirse la existencia del daño moral cuya reparación reclaman, con motivo de la relación afectiva e intensa entre ellos, porque las reglas sociales, sicológicas y de la experiencia enseñan que  los seres humanos, ante el dolor de los más cercanos miembros de la familia, experimentan sentimientos de sufrimiento, soledad, vacío y pesadumbre. 

Sobre el tema ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia:

“...cuando se predica del daño moral que debe ser cierto para que haya lugar a su reparación, se alude sin duda a la necesidad de que obre la prueba, tanto de su existencia como de la intensidad que lo resalta, prueba que en la mayor parte de los supuestos depende en últimas de la correcta aplicación, no de presunciones legales que en este ámbito la verdad sea dicha el ordenamiento positivo no consagra en parte alguna, sino de simples presunciones de hombre cuyo papel es aquí de grande importancia, toda vez que quien pretenda ser compensado por el dolor sufrido a raíz de la muerte de un ser querido, tendrá que poner en evidencia —según se lee en brillantes páginas que forman parte de los anales de jurisprudencia administrativa nacional— no sólo el quebranto que constituye factor atributivo de la responsabilidad ajena “... sino su vinculación con el occiso (...) su intimidad con él, el grado de su solidaridad y, por lo mismo, la realidad de su afectación singular y la medida de esta ...”, añadiéndose que a tal propósito “... por sentido común y experiencia se reconocen presunciones de hombre de modo de partir del supuesto de que cada cónyuge se aflige por lo que acontezca al otro cónyuge, o los progenitores por las desgracias de sus descendientes y a la inversa, o que hay ondas de percusión sentimental entre parientes inmediatos ...”
.

La presunción que en esta oportunidad será apreciada no fue desvirtuada.

9. Sin embargo, propuso la sociedad demandada las excepciones de fondo que a continuación se analizarán:

9.1 La de prescripción de la acción. Alegó que entre la ocurrencia de los hechos de que da cuenta la demanda y su presentación, transcurrieron más de dos años.

El artículo 993 del Código de Comercio, subrogado por el 11 del Decreto Extraordinario 01 de 1990, dice: 

“Las acciones directas o indirectas provenientes del contrato de transporte prescriben en dos años.

El término de prescripción correrá desde el día en que haya concluido o debido concluir la obligación de conducción.

Este término no puede ser modificado por las partes.”
En el asunto bajo estudio, la obligación de conducir a la pasajera sana y salva a su lugar de destino, debió ocurrir el 10 de agosto de 2003, fecha en la que como se dice en los hechos de la demanda, se desplazaba en el vehículo de servicio público hasta el lugar de su trabajo, al que se encontraba próxima a llegar.
El escrito con el que se promovió la acción fue presentado a la Oficina Judicial de Medellín, para el respectivo reparto, el 4 de noviembre de 2005
. Es decir, después de dos años contados desde aquella fecha, por ende, para entonces, la acción estaba prescrita.
La parte demandante alega que el término de prescripción se suspendió durante 3 meses y 22 días, con motivo de la conciliación previa que se intentó.

El artículo 20 de la Ley 640 de 2001, dice: “Si de conformidad con la ley el asunto es conciliable, la audiencia de conciliación extrajudicial en derecho deberá intentarse en el menor tiempo posible y, en todo caso, tendrá que surtirse dentro de los tres (3) meses siguientes a la presentación de la solicitud. Las partes por mutuo acuerdo podrán prolongar este término.”
Y el 21 expresa: “La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable.”

Consagra esa disposición un término de suspensión del término de prescripción con la presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho, que en ningún caso podrá ser superior a tres meses, pues así lo consagró el legislador y lo ha entendido la jurisprudencia de las altas cortes.

Por ejemplo la Corte Constitucional en sentencia C-1195 de 2001 dijo:
“Para dar cumplimiento a otro de los requisitos señalados por la Corte en la sentencia C-160 de 1999 sobre la necesidad de “determinar un tiempo preciso durante el cual se deba intentar la conciliación...”, como medio para evitar que “el acceso a la tutela judicial efectiva quede en suspenso, en la incertidumbre, al arbitrio de la voluntad de los conciliadores y a las maniobras dilatorias de la parte no interesada en buscar el arreglo amistoso del conflicto por la vía de la conciliación”, la Ley 640 de 2001 estableció en su artículo 20 que el plazo para la celebración de la audiencia es de tres meses.
 
Los términos de esta disposición, junto con la previsión sobre improrrogabilidad de la suspensión de la prescripción del artículo 21, contribuye a garantizar que la obligatoriedad de la conciliación prejudicial, no se convierta en un obstáculo para el acceso a la justicia formal estatal. Por ello, si la celebración de la audiencia es programada, por razones distintas a la voluntad de las partes –por ejemplo, por posible congestión de los centros de conciliación– para una fecha posterior a los tres meses previstos en la norma, la obligación de asistir a la audiencia desaparece y, por lo tanto, la limitación para acudir a la jurisdicción respectiva no es oponible a quien transcurrido dicho plazo acuda directamente a la jurisdicción estatal. De lo contrario, es decir, si dicho término de tres meses no fuera perentorio, se colocaría una barrera indefinida insuperable para acceder a la justicia…
De conformidad con lo señalado por la Corte en la sentencia C-160 de 1999, con el fin de evitar que la conciliación prejudicial obligatoria impusiera una carga excesiva a las partes, que pudiera impedir de manera definitiva el acceso a la justicia formal estatal, la Corte exigió que se estableciera “que la petición de conciliación, interrumpe la prescripción de la acción”.
 
Este requisito fue recogido expresamente en el artículo 21 de la Ley 640 de 2001…
Esta disposición, sobre la cual la Corte no emite juicio constitucional alguno, autoriza, por una sola vez y de manera perentoria, la suspensión del término de prescripción o de caducidad, no prorrogable ni siquiera en el evento en que las partes decidan por mutuo acuerdo posponer la celebración de la audiencia en un período superior a tres meses, con lo cual se elimina la posibilidad de que las partes se aprovechen de este mecanismo para impedir la prescripción o la caducidad de la acción. Con esta disposición se cumple el otro de los requisitos señalados por la Corte, para la constitucionalidad del requisito de procedibilidad….”
 
La Corte Suprema de Justicia se pronunció en términos similares al decir:
“En efecto, si bien la conciliación prejudicial es obligatoria para ciertos procesos como el ordinario, la suspensión del término prescriptivo o el de caducidad mientras se realiza no genera consecuencias lesivas para los intereses de quienes en el futuro llegarán a ser parte en un estrado judicial, dado el carácter temporal y delimitado de aquella, que en ningún caso puede ser superior a los tres meses. 

Así, el accionante estará habilitado para oportunamente demandar y evitar que su acción caduque o su derecho se extinga por inacción; mientras que el convocado, si se supera por el actor el límite de tiempo contemplado en la ley, podrá invocar en el juicio la “caducidad de la acción” o la “prescripción extintiva del derecho”…”
 
De acuerdo con las pruebas incorporadas a la actuación, el 14 de junio de 2005 los demandantes radicaron, en el Centro de Conciliación de la Personería Municipal de Medellín, Antioquia, solicitud de conciliación prejudicial frente a la sociedad demandada
 y el 5 de octubre del mismo año, abogada asesora de ese centro, expidió constancia en la que se expresó que a ese día han transcurrido tres sin que el representante legal de Autobuses El Poblado  Laureles S.A. ni el propietario del vehículo de placas TKC 799 hayan presentado excusa para justificar su no comparecencia a audiencia de conciliación solicitada por los primeros, la que se programó para el 29 de septiembre de 2005, con el fin de acordar los perjuicios morales y materiales causados a la señora Arelis de Socorro Vargas en accidente de tránsito.

Entre la solicitud de conciliación, radicada el 14 de junio de 2005 y la expedición de esa constancia, el 5 de octubre siguiente, transcurrieron más de tres meses. Empero, este será el único que ha de tenerse en cuenta para suspender el término que corría.

Por tanto, como desde el 10 de agosto de 2003, fecha en que debió concluir la obligación de conducción, hasta aquella en que se formuló la demanda, el 4 de noviembre de 2005, corrieron 2 años, 2 meses  y 25 días, no alcanzó a producirse el fenómeno de la prescripción, teniendo en cuenta que, se reitera, el término que corría se suspendió durante tres meses.
De otro lado, con la presentación de la demanda también se  interrumpió ese  término de acuerdo con el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, modificado por la ley 794 de 2003, según el cual, la presentación de la demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la caducidad, siempre que el auto admisorio de aquella se notifique al demandado dentro del término de un año, contado a partir del  día siguiente a la notificación del demandante de tales providencias, por estado o personalmente.

En este caso el auto admisorio de la demanda se notificó al demandante por estado el 13 de diciembre de 2005 y a la sociedad demandada el 2 de mayo siguiente; es decir, tampoco se produjo aquel fenómeno, respecto de la señora Arelys del socorro Vargas Ballesteros en la acción de naturaleza contractual.
Ni respecto de los demás accionantes, que no fueron parte en el contrato y por tanto, respecto de ellos el término prescriptivo es de  diez años, de acuerdo con el artículo 2356 del código Civil, modificado por el 8 de la ley 791 de 2002. Así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia: 
“9. Se deduce de lo analizado que al no haberse apoyado la demanda promovida por los actores en el contrato de marras, no se aplica el término de prescripción a que alude la citada disposición del Estatuto Mercantil, sino el lapso general contemplado en el 2536 del Código Civil, como lo ha entendido de tiempo atrás la jurisprudencia, al no consagrarse un plazo especial.

En ese sentido esta Corporación en sentencia sustitutiva de 30 de junio de 2005 exp. 1998-00650-01, expuso que la “prescripción de las acciones derivadas del contrato de transporte no está llamada a prosperar, por cuanto la responsabilidad de los demandados se reclamó por la vía de la responsabilidad extranegocial, que no está sujeta a los plazos que para la extinción de las acciones resultantes del referido pacto consagra el artículo 993 del Código de Comercio”
. 

De esa manera las cosas, se confirmará la sentencia que se revisa que declaró no probada la excepción de que se trata, pero por las razones aquí expuestas.

9.2 También propuso la sociedad demandada como excepciones de fondo las de culpa exclusiva de la víctima y concurrencia de culpas, respecto de las cuales, al analizar ese fenómeno, se concluyó que no se habían probado.

9.3 Además la de enriquecimiento injusto, porque pretenden los actores, con el cobro desmedido y exorbitante, hacerse a una fortuna  que la vida no les ha prodigado. Como eso  guarda relación con la cuantía de los daños reclamados, se analizará más adelante. 
10. La compañía aseguradora, llamada en garantía, frente a las pretensiones de la demanda propuso las siguientes excepciones:

10.1 Prescripción de la acción y culpa exclusiva de la víctima, con fundamento en los argumentos que planteó la demandada, que como se dijo ya, se declararán no probadas.

10.2 Falta de legitimación en la causa por activa respecto de las pretensiones del cónyuge, los hijos y los padres de la pasajera, de cuyo estudio se ocupó este tribunal en otro aparte de esta providencia. 

10.3 Tasación excesiva del perjuicio. Considera que la cuantía por la que se demandan las diferentes indemnizaciones, demuestran el ánimo desmedido de los actores para obtener un provecho indebido de la acción y explica las razones por las que hace tal aserto, las que serán analizadas al tasarlas.

10.4 Improcedencia de liquidación del lucro cesante. Estima que debe ser liquidado ese concepto de acuerdo con los criterios establecidos por el Manual Único para la calificación de la invalidez y el Decreto 2644 de 1994, y no mediante fórmulas matemáticas que arrojan sumas exageradas, sin fundamento legal alguno. 
Tales argumentos también serán analizados en otro aparte de esta providencia, cuando se valore lo relacionado con la existencia de esos daños.
10.5 Ausencia de nexo causal. Se sustentó diciendo que la parálisis bilateral de pliegues vocales por lesión glótica y subglótica obedeció a una complicación presentada en el transcurso de la atención médica y no es por tanto consecuencia directa del accidente, razón por la cual no pueden ser reclamados los perjuicios por tales secuelas.
Los hechos en que se sustenta esa excepción, carecen de cualquier respaldo en el proceso, pues ninguna prueba se arrimó o solicitó para demostrarlos. Por ende, se declarará impróspera.
11. Considera la Sala en este acápite mencionar que en este caso tampoco se produjo la cosa juzgada penal que justifique declarar probada, de manera oficiosa la excepción respectiva porque la justicia penal emitió una decisión respecto del  conductor del vehículo de servicio público con el que se causaron los daños cuya reparación se pide, así no se tenga constancia sobre su ejecutoria, a efectos de no pasar por alto esa decisión y en razón a que incorporadas al proceso en la etapa probatoria, no se dijo que no hubiese adquirido firmeza la respectiva providencia.
El Juzgado Décimo Quinto Penal Municipal de Medellín, dentro del proceso que se inició por lesiones personales culposas, con fundamento en el accidente de  tránsito a que se refieren los hechos de esta demanda, en el que figuró como ofendida la señora Arelis Vargas Ballesteros, mediante sentencia del 4 de abril de 2006, absolvió al conductor del vehículo, señor Leonardo de Jesús Jiménez Cardona, al considerar que “exigua y contradictoria resulta la prueba obrante en el proceso en torno a la real ocurrencia de los hechos y por ende de la responsabilidad del señor Leonardo de Jesús Jiménez Cardona a título de culpa…” 

Después de analizar las pruebas practicadas concluyó  que no resultan suficientes para endilgar responsabilidad y sustentar un fallo de condena. Más adelante insiste en que no existe prueba suficiente para sustentar una decisión de carácter condenatorio, “pues si nos remitimos al resto del acervo probatorio, encontramos que en momento alguno éste (sic) podrá sustentar un reproche penal, como quiera que no existen elementos suficientes para erigir un juicio de certeza…”

Con la entrada en vigencia de la ley 906 de 2004 desapareció del ordenamiento jurídico el artículo 57 de la Ley 600 de 2000, que decía: “Efectos de la cosa juzgada penal absolutoria. La acción civil no podrá iniciarse ni proseguirse cuando se haya declarado, por providencia en firme, que la conducta causante del perjuicio no se realizó o que el sindicado no lo cometió o que obró en estricto cumplimiento de un deber legal o en legítima defensa.” Y era ese el precepto en que se apoyaba la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia para establecer los casos y condiciones en los que se podía reconocer la cosa juzgada penal en materia civil.

A pesar de lo anterior, la declaración penal sobre absolución por ausencia de prueba de culpabilidad, no ha sido objeto de cosa juzgada penal en materia civil, ni en vigencia del anterior Código de Procedimiento Penal, ni en el actual, porque ambas jurisdicciones realizan el juicio de reproche desde una perspectiva distinta. Así lo dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia  SC665-2019 del 7 de marzo de 2019, con ponencia del Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque.
12. Como las excepciones propuestas contra las pretensiones encaminadas a que se declare la responsabilidad de la sociedad demandada están llamadas al fracaso, se establecerá entonces si los demandantes tienen derecho o no a reclamar las indemnizaciones solicitadas. 
12.1 Por perjuicios patrimoniales en la modalidad de lucro cesante, reclamó la víctima directa, la suma de $43.293.490 debidamente indexada, con fundamento en los ingresos que dejará de recibir con motivo de la pérdida de su capacidad laboral, que se fijó en el 26,44% y el salario mínimo que se presume devengaba la víctima para la fecha del accidente.

El juzgado de primera sede negó esa petición “porque se desconoce el salario y los perjuicios deben ser ciertos, se corre con la carga de la prueba para acreditarlos por quien los alega y entonces no es de recibo presumir 1 SMML cuando ni se cuenta con la seguridad social y es un hecho notorio el desempleo y los gastos de subsistencia para recuperar la fuerza de trabajo”.
Ese argumento no lo comparte la Sala porque en realidad la señora Arelis del Socorro Vargas sufrió un daño con  motivo del accidente de que dan cuenta los hechos de la demanda, al perder su capacidad laboral en un 26,44%, pues con ella contaba plenamente antes de aquel hecho o por lo menos, prueba en contrario no existe. 
En efecto, como atrás se indicara, al proceso se incorporó la calificación integral del estado de invalidez realizado a la señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros por la Junta de Calificación de Invalidez de Antioquia, que se sustentó en el accidente que sufrió la citada señora, al que se refieren los hechos de la demanda, y calificó la pérdida de capacidad laboral en 26,44%, con fecha de estructuración  26 de noviembre de 2003
.

Y que laboraba es hecho que puede inferirse de los testimonios que en tal sentido dieron Luz Mery Henao Gómez, quien dijo que la citada señora, prima de su esposo, siempre ha trabajado y lo hizo hasta el día del accidente y del que rindió el señor Luis Eduardo Calle Vargas, sobrino de la citada dama, quien también la describió como una mujer trabajadora que ayudaba a su esposo con el sostenimiento de sus hijos. 

Aunque el juez de primer grado no se preocupó por cumplir las reglas que para la práctica de la prueba testimonial imponía el artículo 228 del Código de Procedimiento Civil, sobre todo para que el testimonio fuera exacto y completo, estima la Sala que los vínculos de afinidad y consanguinidad que unen a esos declarantes con la víctima directa del accidente, les permitió conocerla como una mujer con capacidad plena para laborar.

A las versiones de los señores  Inés Patricia Orozco Sánchez, quien dijo que para la fecha del accidente se desempeñaba como empleada doméstica, labor que no pudo volver a ejercer, por sus condiciones de salud y de José Leonel Marín Giraldo, quien también afirmó que se desempeñaba como empleada doméstica, no puede otorgárseles mérito demostrativo porque los deponentes, ni por asomo de duda, dijeron como llegó a su conocimiento tal hecho.

Aunque se hubiese dejado de demostrar la actividad lucrativa que ejercía la citada señora para la fecha del accidente, el perjuicio de todos modos se causó y debe ser reparado pues perdió su capacidad para laborar, lo que constituye un daño resarcible, y así haya dejado de acreditarse el monto de sus ingresos mensuales, evento el cual debe presumirse que devenga por lo menos el salario mínimo legal vigente como lo ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:

“… Y es que, el actual entendimiento jurisprudencial de esta máxima, en punto a la indemnización por lucro cesante, ordena que, una vez demostrado que existió una afectación negativa al ejercicio de una actividad productiva, debe procederse al restablecimiento patrimonial del agraviado, para lo cual bastará la prueba de la aptitud laboral y, para fines de cuantificación, la remuneración percibida, sin perjuicio de que esta última sea suplida por el salario mínimo legal mensual vigente.

Así lo dijo esta Corporación:

Demostrado, entonces, que se causaron perjuicios no se puede dictar fallo exonerando de la condena bajo el argumento de que no obra demostración de la cuantía del mismo ni tampoco se puede morigerar o amainar su monto predicando de manera simple y rutinaria que no hay forma de acreditar una superior, razón por la cual tiene que acudirse a deducir como retribución por los servicios prestados la correspondiente al ‘salario mínimo legal’ (sentencia de 24 de noviembre de 2008, exp.1998-00529-01) (SC, 21 oct. 2013, rad. n.° 2009-00392-01).

La utilización de la remuneración mínima es de vieja data en la jurisprudencia, soportada en pautas de equidad y sentido común, con el fin de evitar que la indemnización se difumine en divagaciones probatorias y se garantice la protección de la víctima.

Por tanto, exigir al afectado que demuestre el desarrollo de un laborío redituable para acceder a su pretensión, a pesar de encontrarse acreditada la pérdida de capacidad laboral-temporal o permanente-, «desconoce la existencia de [esta] capacidad… en toda persona humana que como atributo indestructible forma parte de su misma sustantividad existencial. La plena capacidad cordial (incluyendo la mental, puesto que concebidos al hombre como un ser único e indiviso) y por lo tanto, su habilidad, siempre entraña la posibilidad de que luchará y buscará la forma de obtener, así sea, exclusiva y egoístamente su propio sustento para sobrevivir sin solidaridad con su familia» (SC16690, 17 nov. 2016, rad. n.° 2000-00196-01)…”

De acuerdo con lo expuesto, considera este tribunal que fue desacertada la decisión del juzgado de instancia, pues al negar el lucro cesante reclamado desconoció el artículo 16 de la ley 446 de 1998 que manda reparar de manera integral el daño, y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que ante la ausencia de prueba de los ingresos de la persona que reclama la reparación, enseña que debe acudirse a la presunción de obtener ingresos equivalentes a un salario mínimo mensual legal vigente. Además, se fundamentó en el desempleo como hecho notorio, que no puede ser la razón que justifique desconocer la indemnización de que se trata, pues de proceder así, las personas que pierden su capacidad para laborar nunca podrían ser indemnizadas en regiones donde el nivel de desempleo sea alto. 

Se revocará entonces la sentencia que se revisa en cuanto negó el reconocimiento del perjuicio de que se trata y que se solicitó, de manera exclusiva, con fundamento en la pérdida de la capacidad para laborar, en el porcentaje antes indicado.
12.1.1 Para determinar el lucro cesante por ese concepto, se tomará como cálculo del monto resarcible, el salario mínimo legal vigente que para este año asciende a $828.116
, como forma de actualizar la respectiva condena, de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, ya que incluye la pérdida del poder adquisitivo de aquel salario. Además, se tendrá en cuenta la pérdida de la capacidad laboral que se estableció en 26,44%, proporción en la que se ha de resarcir el lucro cesante pasado y futuro. Es decir, $124.681,72 mensuales. También se seguirán los lineamientos que la Corte Suprema de Justicia ha aplicado en distintas sentencias con el mismo fin, dentro de las cuales pueden citarse las de fechas febrero 26 de 2004, expediente 7069,  9 de julio de 2010, expediente 1999-02191 y SC665-2019 del 7 de marzo de 2019 y las tablas financieras que aparecen en el texto “De la Responsabilidad Civil”, tomo II, de Javier Tamayo Jaramillo, Editorial Temis, segunda edición, 2007, páginas  873 y siguientes, procedimiento que además ha seguido esta Corporación.

Con el fin de estimar el valor del lucro cesante pasado, de acuerdo con los métodos que se emplean en este fallo, se multiplica el valor del monto indemnizable, por el factor que aparece en la tabla del texto citado, correspondiente al número de meses que han corrido desde cuando se estructuró la incapacidad y que se expresa en la fórmula:

VA = LCM x Sn.

VA es el valor actual del lucro cesante pasado total, incluidos intereses del 6% anual; LCM es el lucro cesante mensual actualizado, y Sn el valor acumulado de la renta periódica de un peso que se paga "n" veces a una tasa de interés "i" por periodo.

Para hallar el factor Sn la fórmula matemática que se emplea en el método que se viene utilizando es:

Sn = (1+ i) a la n exponencial - 1 /i

El resultado de la fórmula anterior lo traen las tablas financieras trascritas en la obra mencionada, constituyéndose en un factor que está dado en función del número de meses correspondientes al periodo de la liquidación y al interés aplicable que en este caso de obligación surgida de responsabilidad civil extracontractual es del 6% anual. 

El término a indemnizar, es el que ha corrido desde el día en que se estructuró la  pérdida de la capacidad laboral de la peticionaria, el 11 de noviembre de 2003 y hasta la fecha en que se profiere este fallo, el 16 de diciembre de 2019, que equivalen a 193 meses y 5 días. Consultada la tabla correspondiente se obtiene como factor para ese número de meses 318,9934.
En consecuencia, el valor del lucro cesante pasado se liquida así:
V.A. = $124.681.72 x 318,9934 = $39.772.645,78
12.1.2 Para establecer el lucro cesante futuro, se acudirá a la siguiente fórmula financiera: 

P = R (1 + i)n- /   I (1 + i)n, donde

P = valor presente, es decir la suma que ha de pagarse a la fecha como anticipo de los perjuicios futuros. 
R = salario revaluado.
I = interés legal del 6% anual.
n = número de meses a liquidar.


Esa fórmula tiene como sustento el monto indemnizable actualizado y la deducción de los intereses por el anticipo de capital, el que se obtiene con el resultado que reflejan las tablas financieras que aparecen en el texto citado, “expresándolo mediante un índice fijado en exacta correspondencia con el número de meses de duración del perjuicio expresado en esa unidad de tiempo, prescindiendo para ello de las unidades decimales, mediante la aproximación o reducción a la unidad entera más cercana. La multiplicación de los dos indicados factores (monto indemnizable por el índice referido de deducción de intereses del 6% anual, por el anticipo de capital) arroja el monto buscado”
.

De acuerdo con las tablas de mortalidad actualizadas por Resolución No. 1555 de 2010, expedidas por la Superintendencia Financiera de Colombia, la duración del perjuicio causado al demandante equivale a 42,7 teniendo en cuenta que nació el 9 de noviembre de 1965
 y que para la fecha del accidente contaba con 38 años de edad; es decir, a 511 meses, a los que se le descontarán los 193 que se tuvieron en cuenta para liquidar el lucro cesante pasado, lo que da como resultado 318, al que de acuerdo con las tablas a que se hace referencia
, le corresponde un factor de 161,5805. Las bases anteriores llevan a obtener la siguiente, 

Monto indemnizable actualizado = $124.681,72

Índice aplicable = 161,5805
$124.681,72 x 161,5805  = $20.146.134,65
Aunque en la demanda se solicitó reconocer por lucro cesante la suma de $43.293.490 y la que se cuantificó excede esa cantidad, no se produce un fallo extrapetita en razón a que también se pidió que las sumas  a reconocer por el concepto de que se trata fueran debidamente indexadas y eso es lo que se ha hecho en esta providencia, teniendo en cuenta además que la demanda se formuló  el 4 de noviembre de 2005. Es decir, este fallo se produce más de catorce años después.
12.2 La existencia del daño moral se analizó en otro aparte de esta providencia, en la que se consideraron acreditados.

Consideran los demandantes que fue mínima la cuantía en que fueron tasados tales perjuicios: $1.000.000 para cada una de las víctimas de rebote y $7.000.000 para la directa afectada. 
Por sabido se tiene que el perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrio judicial en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. 

Su reparación pecuniaria conlleva una fuente de alivio frente al dolor sufrido, de manera tal que se proporcione al perjudicado una satisfacción por el que se le causó, una razonable retribución para quien resultó menoscabado en sus intereses no patrimoniales.

Aunque para establecer su cuantía corresponde al juez obrar según su prudente arbitrio, la existencia personal del daño sufrido debe ser acreditada, así como la intensidad del agravio, aspecto sobre el cual dijo la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC21828-2017, del 19 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Álvaro Fernando García Restrepo, en proceso con radicación No. 08001-31-03-009-2007-00052-01:
“En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en el marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador. 

Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la víctima y en asuntos civiles, la determinación del monto del daño moral como un valor correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción… 

… Como se ve, pese a que para la cuantificación de uno y otro perjuicio, es decir, del moral y del concerniente con la vida de relación, los jueces deben proceder conforme su prudente juicio, la determinación que adopten al respecto no puede carecer de fundamentos objetivos y, mucho menos, ser caprichosa o arbitraria, sino que, por el contrario, debe estar siempre fincada en las  precisas circunstancias fácticas del caso sometido a su conocimiento. 

Con otras palabras, cabe señalar, en apretada síntesis, que la fijación del quantum de la respectiva indemnización depende de la intensidad de dolor sufrido por la víctima, en el caso del daño puramente moral…”

De acuerdo con las pruebas relacionadas en otro aparte de esta providencia, con las que se acreditó el daño a que se hace referencia, puede decirse que fueron graves las lesiones que sufrió la víctima directa, ya que  sufrió trauma en cráneo, permaneció en cuidados intensivos, hubo de ser alimentada por sonda nasogástrica y entubada en varias ocasiones por los problemas respiratorios que presentó; se le practicó traqueostomía, sin que se haya podido retirar la cánula respectiva; se le diagnosticó fibrosis glótica y subglótica; se le incapacitó hasta el 31 de diciembre de 2003 y sufrió alteraciones cognitivas secundarias al traumatismo encéfalocraneano.
De esa manera las cosas, puede inferirse con seguridad, como ya se había dicho, la existencia del perjuicio moral, por la angustia y dolor que se padece generalmente frente a un evento tan traumático como el que le ha tocado padecer a la señora Arelis.

La gravedad de esa afección no fue analizada por el jzugado de primera sede y dado aquel hecho, se considera prudente aumentar el monto de tales perjuicios para fijarlos en $20.000.000 para la víctima directa del accidente; en $10.000.000 para el esposo y en $5.000.000 para las demás víctimas.

12.3 El daño a la vida de relación se tasó en la sentencia de primera instancia en la suma de $7.000.000, a favor de la víctima directa del accidente, cuantía que está también considera mínima.

En relación con esa especie de daño y para diferenciarlo del moral, concluyó la Corte Suprema de Justicia, en extensa providencia, a cuya lectura se remite, lo siguiente:

“El anterior recuento se hace para resaltar como en la actualidad la jurisprudencia tiene decantado que el «daño moral» y el «daño a la vida de relación» son dos manifestaciones separadas de perjuicios inconfundibles para los fines de reparación, pues, mientras el primero se refiere al padecimiento interno del afectado con el hecho dañoso, el último se contrae a las secuelas que éste tenga en el desenvolvimiento social del lesionado, en vista de los cambios externos en su comportamiento…”

En la misma providencia se citó como precedente la de esa misma Corporación, del 13 de mayo de 2008, en proceso con radicación  1997-09327-01, en la que se analizó a profundidad el concepto de «daño en la vida de relación» y se indica que “puede evidenciarse en la disminución de la calidad de vida o deterioro de la víctima, en la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad. Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales hasta lo más simple se puede tornar difícil. Por lo mismo, recalca la Corte, la calidad de vida se ve reducida, al paso que las posibilidades, opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel de dificultad aumenta considerablemente…”
Una lectura de los supuestos fácticos sobre los que se edificaron las pretensiones, permite concluir que ninguno se narró para fundamentar las indemnizaciones que por esa especie de daño se reclamaron. Al describir el daño, se dijo en los hechos 2.6, 2.7, 2.8 y 2.9 que las secuelas que soportó y soportará la señora Vargas Ballesteros, se produjeron por la imprudencia del conductor; las pérdidas y secuelas han producido en ella y su familia daños y perjuicios que no tienen que soportar y que deben ser indemnizados; la citada dama llevaba una vida de relación afectiva y social con los demás accionantes, era el motor de sus ingresos económicos hasta el punto que el día del accidente se dirigía a su trabajo.

Surge evidente que sobre la forma cómo se produjo el daño en cuestión, nada se relató en la demanda, al no señalarse en qué modo, las lesiones y secuelas causadas con motivo del accidente disminuyeron sus condiciones de existencia que le impidan disfrutar de la vida tal como lo hacía antes del hecho que causó el daño en la forma explicada en la jurisprudencia citada.

Esa clase de perjuicio ha debido ser descrito en la demanda como garantía del derecho de defensa de la parte demandada y para respetar el principio de congruencia de la sentencia consagrado en el artículo 281 del Código General del Proceso que manda al juez dictarla de acuerdo con los hechos aducidos en aquel escrito y en las demás oportunidades señaladas en ese mismo estatuto.

En relación con tal principio dijo la CSJ en sentencia SC5635-2018, del 14 de diciembre de 2018, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco, aunque con fundamento en el artículo 305 del CPC que consagraba la misma regla que se acaba de mencionar:

“La congruencia del fallo impone pues al juzgador, la veda para “sustentar su decisión en hechos distintos de los consignados por el actor en su demanda. Si el juez rebasa esta regla, o sea, si, prescindiendo del esquema factual trazado en el escrito incoativo del proceso, hace descansar su resolución en una causa petendi, diferente, aún a pretexto de ser ésta la que aparece probada, incurre en incongruencia, la cual, como se sabe, constituye un vicio de actividad, pues aquél habrá desatendido una de las pautas que la ley señala para el proferimiento de la sentencia” (G.J. T. CCXXV, Pág. 246). 
Por tanto, ante la ausencia de los supuestos fácticos que indicaran la forma en que se causó el perjuicio de que se trata, no resulta posible dar por sentado que efectivamente existe. Así también lo concluyó la misma Corporación, en sentencia SC7824-2016 del 15 de junio de 2016, con ponencia de la misma Magistrada Cabello Blanco, en asunto similar al que ocupa la atención de este tribunal.

“… si, en gracia de discusión, la Corte aceptara que en el escrito incoativo fueron pedidos de manera autónoma e independiente los daños morales y de vida de relación, habría que concluir, prontamente, que el impugnante no señaló, puntualmente, de qué forma se le generó el daño a la vida de relación, pues, como atrás se indicó, no hubo señalamiento concreto de la repercusión en el círculo o frente a los vínculos de la actora. Es más, no se apreció o describió, en particular, qué nexos o relaciones se vieron afectadas, sus características o la magnitud de tal incidencia. Resulta incontrovertible que toda limitación en la salud física o mental de un individuo impacta negativamente su entorno; sin embargo, ante una reclamación judicial, no puede la víctima dejar al juez conjeturar las repercusiones concretas de esa situación perjudicial y, en el presente asunto, la afectada se despreocupó de indicar las particularidades del detrimento denunciado, luego, no es dable aseverar su existencia real, determinada y concreta…” 

En consecuencia, se revocará el fallo que se revisa en cuanto impuso a la parte accionada la obligación de reparar el daño que se analiza.

13. Están inconformes ambos apelantes con la decisión del juzgado que se abstuvo de ordenar a la compañía de seguros llamada en garantía, reembolsar de las sumas de dinero a cuyo pago fue condenada la parte demandada.
Es de advertir que tal decisión solo causó perjuicio a la última, que propició la intervención de la aseguradora, y en razón a que los actores no dirigieron la demanda contra ella, a pesar de lo cual, el recurso de apelación que al respecto interpusieron los últimos fue admitido por el Tribunal al que esta Corporación descongestiona.
El artículo 57 del Código de Procedimiento Civil consagra el llamamiento en garantía. Dice esa disposición: “Quien tenga el derecho legal o contractual a exigir de un tercero la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la citación de aquél, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación”.

Esa figura supone la existencia de un derecho legal o contractual de exigir a un tercero el reembolso del pago que con motivo de una sentencia de condena tuviese que hacer el llamante y en tal forma surge en el proceso una nueva relación, diferente a la que es objeto de las pretensiones contenidas en la demanda, aunque entre ellas exista una necesaria dependencia, de manera tal que únicamente de producirse una sentencia de condena resultará viable resolver sobre la garantía. 

En el caso concreto, la sociedad demandada en uso de tal facultad, decidió llamar en garantía a la compañía de Seguros Colpatria, con fundamento en un contrato de seguro sobre responsabilidad civil extracontractual que ampara el vehículo con el que se causó el daño, razón por la cual, considera, debe reembolsarle  el pago de lo que tuviere que hacer con motivo de la sentencia proferida.

En eventos como el propuesto, en el que el asegurador ha tomado a su cargo la indemnización de los daños que el asegurado pueda causar a otras personas, deberá responder de acuerdo con los términos pactados, si el damnificado demuestra plenamente los elementos esenciales que configuran la responsabilidad que se ha garantizado. 

La primera labor del juez es la de establecer la responsabilidad en que incurrió la parte demandada y si es ésta la llamada  a responder. Solo de llegarse a la conclusión de que debe ser condenada a resarcir los perjuicios causados, podrá analizar la relación material existente entre aquella y la compañía aseguradora llamada en garantía, para lo cual debe quedar plenamente acreditado la existencia del contrato entre ellos; su vigencia para la época en que acaecieron los hechos y si el riesgo que ampara comprende el perjuicio a cuya reparación tiene derecho el demandante.

Con el escrito por medio del cual la entidad demandada ejerció el derecho de llamar en garantía a la Compañía de Seguros Colpatria, aportó copia de la póliza de responsabilidad civil extracontractual – servicio público de pasajeros, distinguida con el No. 800 1001480 000, en la que figura como tomador la empresa Autobuses El Poblado Laureles; como asegurado ella misma y/o el propietario y/o el conductor y como beneficiarios los terceros  afectados
.

En el caso sometido a estudio, como ya se explicara, se acumularon pretensiones de naturaleza contractual y extracontractual, pero como la póliza que se acaba de describir se constituyó para garantizar la responsabilidad extracontractual en que incurran los asegurados y se señalan como beneficiarios a los terceros afectados, su protección no puede extenderse a quien como pasajera demandó la indemnización con fundamento en una responsabilidad de naturaleza contractual que no constituyó un riesgo asegurable. 

Así las cosas, como la póliza aportada no cubren los riesgos derivados de la responsabilidad contractual que fue la que invocó la señora Vargas Ballesteros como fundamento de las pretensiones, la empresa demandada carece de derecho a exigir de la compañía aseguradora el reembolso del pago que deberá hacer como consecuencia de la sentencia que la desfavoreció respecto de las indemnizaciones impuestas a su cargo y a favor de la citada señora.

Por tal razón, se mantendrá la decisión impugnada, en cuanto negó el reembolso solicitado por la parte demandada, pero solo en relación con la demandante que intervino en el proceso en ejercicio de una responsabilidad de naturaleza contractual, pero por los motivos aquí expuestos, que no fueron analizados por el juzgado de primera sede.

La situación se torna diferente respecto de los demás accionantes, pues frente a ellos deberá reembolsar a la empresa demandada las sumas de dinero que debe cancelar a las víctimas de rebote por los perjuicios morales, hasta una suma equivalente a 60 smmlv que para la fecha del accidente equivalen a $19.920.000, en razón a que el salario mínimo legal para entonces ascendía a $332.000 mensuales
, de  acuerdo con los artículos 1079 y 1089 del Código de Comercio y teniendo en cuenta el deducible pactado en la póliza que fue por el 10%, mínimo 2 smmlv para la misma época.
14. Propuso la compañía de seguros como excepciones de fondo, frente al llamamiento en garantía las siguientes:
14.1 Ausencia de cobertura porque la póliza aportada solo cubre la responsabilidad civil extracontractual; límite asegurado porque el amparo solo cubre 60 smmlv;  deducible que se pactó en el 10% y un mínimo de 2 smmlv, aspectos que se acaban de analizar.
14.2 También propuso la de no cobertura del lucro cesante, la que está llamada a prosperar, como lo decidió la funcionaria de primera sede, porque como ya se expresara, la empresa demandada carece de derecho a exigir de la compañía aseguradora el reembolso del pago que deberá hacer como consecuencia de las condenas  impuestas con fundamento en la responsabilidad civil contractual.

14.3 La de no cobertura de perjuicios extrapatrimoniales la sustentó diciendo que la póliza que sirve de base al llamamiento en garantía, de responsabilidad civil extracontractual, está reglamentada en los artículos 1127 a 1133 del Código de Comercio y la primera norma es categórica en afirmar que mediante ese tipo de seguros, el asegurador asume el pago de los perjuicios patrimoniales que cause al asegurado y como el perjuicio moral es extrapatrimonial, aquella no los cubre.
El juzgado de primera sede consideró que la póliza respectiva no garantizaba los perjuicios por lucro cesante ni por daño  moral; es decir, no eran riesgos asegurados y por ende, “no se dispone repetir”, conclusión que compartió la compañía de seguros al formular sus alegatos en segunda instancia.

Los apoderados de las partes consideran lo contrario, porque las sumas que salen del patrimonio de los asegurados, adquieren la dimensión de un daño emergente para estos.

El artículo 1127 del Código de Comercio, antes de ser modificado por la Ley 45 de 1990, decía: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que sufra el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley. Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, con la restricción indicada en el artículo 1055”. 

Con fundamento en esa norma, se entendía que en razón a que se  aseguraba el daño patrimonial que sufría  el asegurado, debían incluirse los perjuicios patrimoniales y los extrapatrimoniales, así estuviesen excluidos de la respectiva cobertura porque lo que el asegurado paga a los terceros por concepto de daños extrapatrimoniales, para él se constituye en un daño emergente, en razón a las erogaciones que debe hacer y que pretendió asegurar con la adquisición del seguro.

Ese criterio fue modificado por esta Sala, mediante providencia del 16 de octubre de 2008
, con ponencia del magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, en el proceso radicado bajo el No. 66001-31-03-004-2006-000007-01, con motivo de la reforma que introdujo al citado precepto el artículo 84 de la Ley 45 de 1990, que actualmente reza: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado…”  

Se interpretó entonces que de acuerdo con esa disposición, la aseguradora debía indemnizar los perjuicios de orden patrimonial que se le causen a la víctima y que los perjuicios extrapatrimoniales, para que sean objeto de amparo debían ser incluidos como riesgo asegurable.

Ese argumento encontró sustento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y en doctrina que en extenso se transcribió en la providencia referida, entre ellas una sentencia del 19 de diciembre de 2006, dictada en el expediente 2002-00109-01, con ponencia del Dr. Manuel Isidro Ardila Velásquez, a cuya lectura remite la Sala para rendir tributo a la brevedad en esta providencia que ya se ofrece tan extensa.

Sin embargo, la citada Corporación rectificó su criterio y así, en sentencia SC20950-2017 del 12 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez, en proceso con radicación 05001-31-03-005-2008-00497-01, concluyó:

“… los perjuicios que el demandado causa a la víctima le generan un detrimento económico al tener que pagar la condena a indemnizar integralmente los daños que causa al demandante; luego, constituye el mismo menoscabo pecuniario que el asegurado sufre al tener que solventarlos de su patrimonio. Por consiguiente, cuando la norma en comento alude a «los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado» no se está refiriendo a la clasificación de los perjuicios (patrimoniales y extrapatrimoniales) dentro de la relación jurídica sustancial entre demandante y demandado en el proceso de responsabilidad civil, sino al detrimento económico que surge para el asegurado dentro de la relación que nace en virtud del contrato de seguro, los cuales son siempre de carácter patrimonial para el asegurado, independientemente de la tipología que se les haya asignado al interior del proceso de responsabilidad civil…  

3. Vistos los artículos 1127 y 1133 del Código de Comercio, con las reformas introducidas por los artículos 84 y 87 de la Ley 45 de 1990, desde la perspectiva expuesta y en conjunto por ser complementarios, responden a un patrón de reparación completa e inmediata de la víctima, que comprende la indemnización de los perjuicios de toda índole, porque el término de «patrimoniales» bajo la nueva redacción del primero sigue refiriéndose a la carga que surge para el asegurado y debe asumir la aseguradora.

Por tal razón no puede decirse que el amparo por los «perjuicios extrapatrimoniales» de la víctima debe estar expresamente contemplado en la póliza como resultado de una lectura simplista del precepto y en desarrollo de la libertad contractual, ya que darle ese alcance restrictivo sería ir en contra del querer del legislador y los fines que inspiraron la reforma...”

Este Tribunal acogió ese criterio y cambió nuevamente el que venía planteando.

De esa manera las cosas, para este tribunal no tienen acogida los argumentos del apoderado de la compañía aseguradora, en cuanto aduce que el contrato de seguro no cubre los perjuicios morales.

CONCLUSIONES Y DECISIÓN

De acuerdo con lo expuesto, se revocará el numeral 1 de la sentencia que se revisa en cuanto declaró probada la excepción propuesta por la compañía de seguros llamada en garantía, de no comprender la póliza los perjuicios morales respecto de la responsabilidad civil extracontractual; en su lugar, se declarará no probada tal excepción y será condenada a reembolsar las sumas de dinero que en virtud de esta sentencia le corresponda asumir a la sociedad demandada, respecto de los de naturaleza extracontractual, hasta por la suma de $19.920.000 y teniendo en cuenta el deducible pactado en la póliza que fue por el 10%, mínimo 2 smmlv para la misma época.

También se revocará parcialmente el numeral 3 en cuanto impuso condena por el daño a la vida de relación reclamado por la  señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros y se abstuvo de hacerlo respecto al lucro cesante a su favor. En su lugar, se negará el reconocimiento de ese primer perjuicio y se condenará a la sociedad demanda a cancelar el segundo, de acuerdo con la cuantificación que se hizo en la parte motiva de esta providencia.

Se modificarán y adicionarán los numerales 3 y 4 respecto a la cuantía de las condenas impuestas, de acuerdo con lo expuesto en las consideraciones de este proveído.

Se adicionará el fallo para ordenar que el pago de las condenas impuestas a la sociedad demandada, se haga dentro del término de cinco días, contado a partir de la ejecutoria de este fallo y de no hacerlo, devengarán intereses a la tasa del 6% anual.

Se abstendrá la Sala de imponer condena en costas en esta sede, de acuerdo con los numerales 3º y 4º del artículo 366 del Código General del Proceso, porque ambas partes apelaron y ninguno de ellos triunfó plenamente en sus aspiraciones, razón por la cual la da sentencia que se revisa será confirmada solo parcialmente y modificada en algunos aspectos.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR parcialmente la  sentencia  proferida por el Juzgado Doce  Civil del Circuito de Medellín, el 6 de mayo de 2009, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil instaurado por Arelis del Socorro Vargas Ballesteros, Pablo Antonio Sánchez Sánchez, Pablo Antonio, Paola Adriana, Hugo Eliécer, Calixto José y Agapo José Sánchez Vargas, Teodoro Vargas Castillo y Rufina Ballesteros de Vargas, contra la sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A., en el que se llamó en garantía a Seguros Colpatria S.A.

SEGUNDO: REVOCAR parcialmente el numeral 1 en cuanto declaró probada la excepción propuesta por la compañía de seguros llamada en garantía, de no comprender la póliza los perjuicios morales respecto de la responsabilidad civil extracontractual. En su lugar, se declara no probada tal excepción y se ordena a la sociedad Seguros Colpatria S.A. reembolsar las sumas de dinero que en virtud de esta sentencia le corresponda asumir a la sociedad demandada, por tal concepto, hasta por la suma de $19.920.000 y teniendo en cuenta el deducible pactado en la póliza.

TERCERO: REVOCAR parcialmente el numeral 3 en cuanto impuso condena por el daño a la vida de relación reclamado por la  señora Arelis del Socorro Vargas Ballesteros y se abstuvo de hacerlo respecto al lucro cesante a su favor. En su lugar, se negará el reconocimiento de ese primer perjuicio y se condenará a la sociedad demanda a cancelar el segundo, de acuerdo con la cuantificación que se hizo en la parte motiva de esta providencia.

CUARTO: Se modifican y adicionan los numerales 3 y 4 respecto a la cuantía de las condenas impuestas a cargo de la sociedad demandada y a favor de los demandantes, las que quedarán así: 

Perjuicios morales:

A favor de Arelis del Socorro Vargas Ballesteros:       $20.000.000

A favor de Pablo Antonio Sánchez Sánchez:              
$10.000.000
A favor de Pablo Antonio Sánchez Vargas:                  $5.000.000

A favor de Paola Adriana Sánchez Vargas:                  $5.000.000

A favor de Hugo Eliecer Sánchez Vargas:                    $5.000.000

A favor de Calixto José Sánchez Vargas:                     $5.000.000

A favor de Agapo José Sánchez Vargas:                      $5.000.000

A favor de Teodoro Vargas Castillo:                            $5.000.000

A favor de Rufina Ballesteros de Vargas:                     $5.000.000

Lucro cesante consolidado:

A favor de Arelis del Socorro Vargas Ballesteros:        $59.918.780,43
QUINTO: Se adiciona el fallo para ordenar que el pago de las condenas impuestas a la sociedad demandada, se haga dentro del término de cinco días, contado a partir de la ejecutoria de este fallo y de no hacerlo, devengarán intereses a la tasa del 6% anual.

SEXTO: Sin costas en esta instancia. 
Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados, 




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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